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Bogotá D.C., 15 de mayo de 2012 






016000-12
Doctor
Edinson Barón Marrugo
Jefe Oficina Asesora Jurídica (E) 
Contraloría Distrital de Cartagena de Indias

Pie de la Popa Calle 30 No. 18a  2-26
Cartagena de Indias – Bolívar 
Asunto

: Radicado No. 1-2012-030904 del 7 de mayo de 2012
Tema

: Otros temas territoriales  

Cordial saludo Doctor Barón:

Mediante escrito radicado en este Ministerio con el número y en la fecha del asunto, en relación con lo normado en el artículo 3º de la Ley 1416 de 2010, efectúa usted unos interrogantes que serán atendidos en el mismo orden de consulta, no sin antes precisar que las respuestas ofrecidas por esta Dirección se efectúan en los términos y con los alcances del artículo 25 del Código Contencioso Administrativo, de manera que no son obligatorias ni vinculantes y no comprometen la responsabilidad de este Ministerio. 

En primer término, sea del caso precisar que esta Dirección se ha pronunciado respecto de los alcances del artículo 3 de la Ley 1416 de 2010, mediante Oficio 010233 del 27 de marzo de 2012, así: 
“[…] En materia  presupuestal las entidades territoriales se encuentran sujetas para el manejo de su presupuesto, a los principios contenidos en la Carta Política, a las normas presupuestales que con carácter territorial han debido expedirse en armonía con lo dispuesto por el Estatuto Orgánico del Presupuesto – Decreto 111 de 1.996 -, o por éste, en ausencia de las mismas. 

Los artículos 352  y  353 de la Carta Política prescriben:

“Artículo 352. Además de los señalado en esta Constitución, la Ley Orgánica del Presupuesto, regulará lo correspondiente a la programación, aprobación, modificación, ejecución de los presupuestos de la Nación, de las entidades territoriales y de los entes descentralizados de cualquier nivel administrativo, y su coordinación con el Plan Nacional de Desarrollo, así como también la capacidad de los organismos y entidades estatales para contratar.”  (Negrillas fuera del texto)

“Artículo 353. Los principios y las disposiciones establecidas en este título se aplicarán, en lo que fuere pertinente, a las entidades territoriales, para la elaboración aprobación y ejecución de su presupuesto.” (Negrillas fuera de texto)

El  Decreto 111 de 1.996  “Por el cual se compilan las leyes  38 de 1.989,  179 de 1.994 y  225 de 1.995 que conforman el Estatuto Orgánico del Presupuesto”, en lo atinente a las entidades territoriales establece:

“Artículo 104. A más tardar el 31 de diciembre de 1.996, las entidades territoriales ajustarán las normas sobre programación, elaboración, aprobación y ejecución de sus presupuestos a las normas previstas en la ley orgánica del presupuesto. (Ley 225 de 1.995 art. 32)”

“Artículo 109. Las entidades territoriales al expedir las normas orgánicas de presupuesto deberán seguir las disposiciones de la Ley Orgánica del Presupuesto, adaptándolas a la organización, normas constitucionales y condiciones de cada entidad territorial.  Mientras se expiden estas normas, se aplicará la Ley Orgánica del Presupuesto en lo que fuere pertinente.

... (Ley 38 de 1.989, art. 94, Ley 179 de 1.994, art.52)”

En cuanto al manejo presupuestal relacionado con el pago de sentencias, el Decreto 111 de 1996, establece:

“Artículo 38.  En el Presupuesto de Gastos sólo se podrá incluir apropiaciones que correspondan:

  a) A créditos judicialmente reconocidos;

 b) (…)...”

“Artículo 45. Los créditos judicialmente reconocidos, los laudos arbitrales y las conciliaciones se presupuestarán en cada sección presupuestal a la que corresponda el negocio respectivo y con cargo a sus apropiaciones se pagarán las obligaciones que se deriven de éstos.

Será responsabilidad de cada órgano defender los intereses del Estado, debiendo realizar todas las actuaciones necesarias en los procesos y cumplir las decisiones judiciales, para lo cual el jefe de cada órgano tomará las medidas conducentes.

En caso de negligencia de algún servidor público en la defensa, de estos intereses y en el cumplimiento de estas actuaciones, el juez que le correspondió fallar el proceso contra el Estado, de oficio, o cualquier ciudadano, deberá hacerlo conocer del órgano respectivo para que se inicien las investigaciones administrativas, fiscales y/o penales del caso.

Además, los servidores públicos responderán patrimonialmente por los intereses y demás perjuicios que se causen para el Tesoro Público como consecuencia del incumplimiento, imputables a ellos, en el pago de estas obligaciones.”

Así las cosas,  cada entidad territorial debe apropiar los recursos necesarios para cumplir con los créditos judicialmente reconocidos, los laudos arbitrales y las conciliaciones que se profieran en su  contra,  dentro de los plazos establecidos y en la sección presupuestal al que corresponda el negocio respectivo, para lo cual, cada sección debe incorporar en su presupuesto, un rubro denominado “Sentencias y Conciliaciones”. 

De otra parte,  en relación con la regla para la ejecución de gastos asociados a la resolución de conflictos originados en las secciones presupuestales de las contralorías territoriales,  el artículo 3º de la ley 1416 de 2010, prescribe que a partir de la vigencia de la misma ley “las entidades territoriales correspondientes, asumirán de manera directa y con cargo a su presupuesto el pago de las conciliaciones, condenas, indemnizaciones y cualquier otra forma de resolución de conflictos de las Contralorías, sin que esto afecte el límite de gastos del funcionamiento en la respectiva Contraloría Territorial”

Así las cosas y sin perjuicio de que los gastos allí relacionados se deban pagar a través de la sección presupuestal correspondiente a las contralorías (respetando con ello el principio de especialización presupuestal), los mismos no afectarán el límite de gasto establecido para las contralorías departamentales, distritales o municipales. […]”
Bajo este contexto, en adelante atenderemos los interrogantes por usted planteados, sin perjuicio de lo que al respecto pueda pronunciar la Contraloría General de la República, entidad a la cual estamos dando traslado de su consulta. 

“1.- Es necesario la creación de un Comité de Conciliación en el ente de Control Distrital, cuando este no pueda conciliar teniendo en cuenta la limitante de su presupuesto y atendiendo lo señalado en el Artículo 3 de la Ley 1416 de 2010”
En primer término, sea del caso señalar que de conformidad con el artículo 75 de la Ley 446 de 1998, “Las entidades y organismos de Derecho Público del orden nacional, departamental, distrital y de los municipios capital de departamento y los Entes Descentralizados de estos mismos niveles, deberán integrar un comité de conciliación, conformado por los funcionarios del nivel directivo que se designen y cumplirá las funciones que se le señalen. Las entidades de derecho público de los demás órdenes tendrán la misma facultad." Dicha norma, fue reglamentada por el artículo 15 del Decreto 1716 de 2009, en el cual se señaló que las  entidades públicas referidas “pondrán en funcionamiento los comités de conciliación, de acuerdo con las reglas que se establecen en el presente decreto”. De tal manera, en tratándose de entidades y organismos públicos, dentro de las cuales se encuentran las contralorías locales, la creación del comité de conciliación es un imperativo legal que en momento alguno se ha visto modificado o derogado por lo normado en el artículo 3º de la Ley 1416 de 2010, pues como se expresó arriba lo que dicha norma establece es una la regla para la ejecución de gastos asociados a la resolución de conflictos originados en las secciones presupuestales de las contralorías territoriales. 
Así las cosas, en criterio de esta Dirección, el hecho de que las entidades territoriales asuman directamente el pago de las conciliaciones, condenas, indemnizaciones y cualquier otra forma de resolución de conflictos de las Contralorías, no implica que éstas no deban mantener los comités de conciliación y que en ellos se defina la viabilidad o no de conciliar en asuntos que las involucren ya que gozan de autonomía presupuestal, administrativa y contractual, conforme a los mandatos del artículo 272 de la Constitución y el artículo 66 de la ley 42 de 1993, sin que el hecho de carecer de personería jurídica
 sea “…obstáculo para que puedan ejercer la defensa de sus intereses en vía jurisdiccional; pero, de todas maneras, se habrá de vincular a la PERSONA JURÍDICA de la cual hacen parte…”
. 
“2. Debe tener asiento en el Comité de Conciliación del Distrito de Cartagena de Indias, el señor Contralor Distrital y dos (2) delegados más (jefe de oficina Asesora Jurídica y el abogado que adelanta judicialmente los procesos ante las instituciones correspondientes)”

En relación con la conformación de los comités de conciliación, el artículo 17 del Decreto 1716 de 2009, establece: 

“Artículo   17. Integración. El Comité de Conciliación estará conformado por los siguientes funcionarios, quienes concurrirán con voz y voto y serán miembros permanentes: 

1. El jefe, director, gerente, presidente o representante legal del ente respectivo o su delegado. 

2. El ordenador del gasto o quien haga sus veces. 

3. El Jefe de la Oficina Jurídica o de la dependencia que tenga a su cargo la defensa de los intereses litigiosos de la entidad. En el Departamento Administrativo de la Presidencia de la República, concurrirá el Secretario Jurídico o su delegado. 

4. Dos (2) funcionarios de dirección o de confianza que se designen conforme a la estructura orgánica de cada ente. 

La participación de los integrantes será indelegable, salvo las excepciones previstas en los numerales 1 y 3 del presente artículo.
Parágrafo 1°. Concurrirán solo con derecho a voz los funcionarios que por su condición jerárquica y funcional deban asistir según el caso concreto, el apoderado que represente los intereses del ente en cada proceso, el Jefe de la Oficina de Control Interno o quien haga sus veces y el Secretario Técnico del Comité. 

Parágrafo 2°. El comité podrá invitar a sus sesiones a un funcionario de la Dirección de Defensa Jurídica del Estado del Ministerio del Interior y de Justicia, quien tendrá la facultad de asistir a sus sesiones con derecho a voz.”
De conformidad con la norma trascrita, existen dos clases de integrantes en los comités de conciliación, los miembros permanentes con voz y voto, y los miembros que, según el caso concreto, deban asistir, quienes lo harán sólo con derecho a voto. En consecuencia, tratándose del comité de conciliación del Distrito de Cartagena de Indias serán miembros obligatorios y permanentes los funcionarios que dentro de la planta del distrito ejerzan las funciones señaladas en el inciso segundo de la norma en cita; de manera que no resultaría imperativa la presencia del contralor y de funcionarios de ese organismo en dicho comité. 
No obstante, a juicio de esta Dirección, sin perjuicio de la facultad que le asiste a las contralorías para conciliar y dado que el pago debe ser asumido por la entidad territorial, se hace necesario que las solicitudes de conciliación que se susciten con ocasión de asuntos que involucren a las contralorías, se pongan en conocimiento del comité de conciliación de la entidad territorial a la que pertenezcan. Lo anterior, de un lado, ya que ante la carencia de personería jurídica de la contraloría, la entidad territorial, como ya se expresó, debe ser vinculada a los procesos
, y; de otro, ya que todo el manejo presupuestal originado en la conciliación deberá ser realizado por la entidad territorial.    

“3. Debe el Alcalde mayor del Distrito, el jefe Asesor de la Oficina jurídia, el secretario de Hacienda y el abogado que conoce del proceso tener asiento en el Comité de Conciliación de la Contraloría Distrital de Cartagena de Indias, teniendo en cuenta que el Distrito de Cartagena sería quien debe asumir con cargo a su presupuesto la decisión que se tome en el Comité de Conciliaciones de su Órgano de Control”
Este interrogante se entiende absuelto por sustracción de materia, amén de la respuesta ofrecida al interrogante anterior.  

“4. Cuales son las connotaciones de tipo legal que tendrían esas conciliaciones del ente de control fiscal.” 

Los efectos de las conciliaciones efectuadas por las contralorías serán aquellos señalados de manera general para este mecanismo de resolución de conflictos por el artículo 66 de la Ley 446 de 1998, esto es que “El acuerdo conciliatorio hace tránsito a cosa juzgada y el acta de conciliación presta mérito ejecutivo”. 

Cordialmente,

LUIS FERNANDO VILLOTA QUIÑONES
Subdirector de Fortalecimiento Institucional Territorial

Dirección General de Apoyo Fiscal 

ELABORÓ: César Segundo Escobar Pinto 
� Así lo ha expresado el Consejo de Estado, entre otros, mediante fallo de la Sección Segunda de marzo dieciséis (16) de dos mil seis (2006). Radicación número: 73001-23-31-000-2001-02768-01(0788-05) con ponencia del Dr. Alejandro Ordóñez Maldonado Bogotá, D.C., Actor: Martha Yolanda Arias Bonilla Demandado: Contraloría Departamental Del Tolima


� Op. Cit. nota al píe numero 1. 


� Tal como lo señaló el Consejo de Estado en el fallo referido en la nota a píe número 1, al decir que: “De acuerdo con lo expuesto, el Despacho considera que luego de la expedición de la Constitución de 1991 y de las Leyes 42 y 106 de 1993, vigentes en su totalidad para la fecha de presentación de la demanda, las contralorías distritales deben comparecer en juicio con la entidad territorial de la cual forman parte, facultad que también encuentra asidero jurídico en el artículo 149 del Código Contencioso Administrativo”
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